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PLAN ESTRATÉGICO DE SERVICIOS SOCIALES DE LA CAPV

Octubre  2010

Líneas  estratégicas y económicas básicas

1. INTRODUCCIÓN

El artículo 35 de la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales establece que el Gobierno Vasco elaborará, en el ejercicio de sus competencias de coordinación con las diputaciones forales y los ayuntamientos, y con una periodicidad cuatrienal, el Plan Estratégico de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco, con la finalidad de planificar las prestaciones, servicios, programas y otras actuaciones necesarias para cumplir los objetivos del Sistema Vasco de Servicios Sociales, en el marco de las fórmulas e instrumentos financieros contenidos en esta ley, al objeto de alcanzar la máxima eficacia y eficiencia en el funciona-miento del mismo.

El citado artículo establece además que el Plan Estratégico de Servicios Sociales integrará el Mapa de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco, en cuyo marco se definirán las bases de su ordenación en todo el territorio autonómico. El Mapa establecerá el despliegue del Sistema Vasco de Servicios Sociales, definiendo al efecto los criterios poblacionales más idóneos para la implantación de los diferentes servicios incluidos en el catálogo, atendiendo a la naturaleza de los mismos, al número de personas potencialmente demandantes y a la necesidad de garantizar, en todo lo posible, su mayor proximidad con vistas a facilitar la integración de las personas usuarias en el entorno social habitual.

De acuerdo con la Ley, el Plan Estratégico de Servicios Sociales, entre otros aspectos, deberá incluir un diagnóstico de las necesidades sociales y un pronóstico de su evolución, los objetivos a alcanzar y las líneas estratégicas y acciones idóneas para su consecución, la orientación sobre la participación de los sectores público y privado concertado en la prestación de servicios, las medidas de coordinación necesarias, los mecanismos de evaluación sistemática y continuada del propio plan, garantizando la participación social en la misma, todo ello con el objetivo final de articular la red pública de servicios sociales. El Plan deberá contemplar además los instrumentos y procedimientos referidos en el artículo 76 de la Ley (Sistema de información, evaluación, formación e investigación) orientados a la mejora de la calidad en las prestaciones, servicios, programas y actividades que integran el Sistema Vasco de Servicios Sociales.

La Ley establece igualmente que el Plan debe ir acompañado además de la correspondiente memoria económica, que deberá definir las previsiones de coste económico asociadas a la implantación progresiva de las prestaciones y servicios previstos en el Catálogo y la Cartera de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, atendiendo a los criterios poblacionales de despliegue contemplados en el Mapa de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
El presente documento recoge los principales elementos que guiarán la elaboración del citado Plan, con referencia a la perspectiva estratégica, por una parte, y a la perspectiva económica, por otra.

2. PERSPECTIVA ESTRATÉGICA

2.1.  Identificación de la filosofía del Gobierno

Tal y como señala la Ley 12/2008 de Servicios Sociales de la CAPV, la finalidad del Plan Estratégico de Servicios Sociales es la de “planificar las prestaciones, servicios, programas y otras actuaciones necesarias para cumplir los objetivos del Sistema Vasco de Servicios Sociales, en el marco de las fórmulas e instrumentos financieros contenidos en esta ley, al objeto de alcanzar la máxima eficacia y efi​ciencia en el funcionamiento del mismo”. A su vez, la Ley determina la finalidad o misión del Sistema en los siguientes términos:

“El Sistema Vasco de Servicios Sociales constituye una red pública articulada de atención, de responsabi​lidad pública, cuya finalidad es favorecer la integración social, la autonomía y el bienestar social de todas las personas, familias y grupos, desarrollando una función promotora, preventiva, protectora y asistencial, a través de prestaciones y servicios de naturaleza fundamental​mente personal y relacional”.

A partir de esa definición de la misión del Sistema Vasco de Servicios Sociales, la propia Ley establece en los siguientes términos la visión o situación ideal que debería alcanzarse mediante el desarrollo del Sistema Vasco de Servicios Sociales:

“El elemento central de este nuevo marco es la de​claración del derecho subjetivo a los servicios sociales, constituido en un derecho de ciudadanía. Garantizar el ejercicio efectivo de este derecho subjetivo implica, necesariamente, la construcción de un Sistema Vasco de servicios sociales de responsabilidad pública, moderno, avanzado y garantista, comparable en su desarrollo a otros Sistemas públicos orientados al bienestar, dotado de un conjunto de instrumentos de gestión y coordina​ción capaces de garantizar la vertebración entre los tres niveles administrativos competentes, y en cuyo marco pueda estructurarse toda una arquitectura capaz de sos​tener la implantación, la ordenación, el desarrollo y la consolidación de una red articulada de prestaciones y servicios, orientada a responder de forma coherente, efi​caz y eficiente a los desafíos presentes y futuros asocia​dos a los cambios sociales, demográficos y económicos”.

2.2. Contexto programático
A la hora de redactar el documento, se ha tenido en cuenta el papel inequívoco que deben representar las Líneas Estratégicas y Económicas Básicas como elementos de reflexión previa a la formulación y aprobación de los Planes de Gobierno. 

Asimismo, desde una óptica programática, se han tenido presentes  los objetivos del Gobierno Vasco en materia de servicios sociales, que se fijaron en los documentos programáticos para la presente legislatura; a saber: en el programa electoral del PSE-PSOE y en el discurso de investidura del Lehendakari. 

En lo que concierne al programa electoral del PSE-PSOE, en él se tenía en cuenta la necesidad de unir la gestión de los servicios sociales, algo indispensable para el correcto funcionamiento del ámbito de referencia, pero que en la anterior legislatura se encontraba indebidamente dividida en dos áreas: inserción social y asuntos sociales, adscritas, respectivamente, al Departamento de Justicia, Empleo y Seguridad Social y al Departamento de Vivienda y Asuntos Sociales.

En el apartado IV del referido programa electoral, titulado “La construcción social de Euskadi. Nuevos derechos para más bienestar”, se apuesta a favor de que “todo el conjunto de Servicios Sociales, los existentes y los que están por desarrollar, operen como un sistema que se configure en el cuarto pilar del Estado de Bienestar”. Además, se afirma que la ambición del nuevo Gobierno es “cohesionar la sociedad, articulando sus territorios y ofreciendo derechos, servicios y prestaciones equitativos a toda la ciudadanía”. 

En cuanto a la articulación y ordenación territorial, se ha tenido presente el tenor del artículo 34 de la Ley 12/2008, que en el apartado “d” de su  punto primero, concreta que la planificación en el Sistema Vasco de Servicios Sociales se llevará a cabo de acuerdo con el principio de equilibrio y homogeneidad territorial. Así, en el Mapa de Servicios Sociales se prevé la posibilidad de integrar las actuales divisiones territoriales, así como las agrupaciones existentes, tanto en el ámbito de los Servicios Sociales como en otros, como el de la Sanidad. Concretamente, la estructura territorial se ha diseñado con la intención de hacer compatibles, en lo posible, dos objetivos contrapuestos: por una parte, el respeto a los límites municipales vigentes, lo que sin duda puede facilitar la planificación y la gestión de los diversos servicios; por otra, la necesidad de crear unidades que integren diversos municipios, aunque sean de tamaños muy diferentes, posibilitando que la planificación de los recursos tenga carácter verdaderamente comarcal. Ello permitirá adaptar la prestación de los servicios a pautas de movilidad ciudadana y a características sociológicas que tienen sin duda carácter al menos comarcal y, desde otro punto de vista, evitará que todos los recursos de una misma área o comarca se concentren en un sólo municipio. Todo ello se configura  territorialmente de acuerdo a los siguientes principios: descentralización, proximidad a la ciudadanía, eficacia en la satisfacción de las necesidades sociales, equilibrio y homogeneidad territorial, accesibilidad a la información y a los servicios y coordinación y trabajo en red.

Por otro lado, en el citado apartado IV del programa electoral del PSE-EE se prevé la creación de una Agencia Vasca para la Inserción Social y de un Observatorio sobre las Situaciones de Exclusión. Cabe decir al respecto que, en términos generales, los procesos de inclusión social se caracterizan por su  transversalidad y constituyen una finalidad del Sistema Vasco de Servicios Sociales - que colaborará al efecto en el marco de las finali​dades y funciones que le son propias -, compartida con otros sistemas y políticas públicas de protección social, debiendo aclarar que ambas cuestiones referidas, la Agencia y el Observatorio, quedan fuera del ámbito de actuación específica de los servicios sociales.
2.3. Participación  interinstitucional
Tanto en lo concerniente a los aspectos preliminares como en relación a las diferentes fases del proceso de elaboración del Plan Estratégico de Servicios Sociales se está cuidando el proceso de participación activa de los tres niveles institucionales de la CAPV. Esto es algo  indispensable habida cuenta del entramado competencial que en la materia establece la Ley 12/2008, de servicios sociales, con una responsabilidad compartida en el diseño y puesta en práctica de las políticas sociales en el ámbito de referencia.
En consonancia con lo anterior, en enero de 2010,  las Diputaciones Forales y Eudel fueron consultadas por el Departamento con vistas a la elaboración del diagnóstico de situación de los servicios sociales en Euskadi y para el establecimiento de las líneas estratégicas y económicas básicas. 

En la línea de lo estipulado en el artículo 35 de la Ley 12/2008, de servicios sociales, esa participación de los citados niveles institucionales será permanente y se extenderá a las diferentes fases de elaboración del Plan Estratégico y al indispensable proceso de evaluación continua del mismo. 

Por otro lado, de conformidad con lo previsto en el artículo 44 de la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales, en la reunión constitutiva del Órgano Interinstitucional, celebrada el 17 de junio de 2010, desde la Viceconsejería de Asuntos Sociales del Departamento de Empleo y Asuntos Sociales se realizó una exposición acerca del proceso de desarrollo de la Ley 12/2008, con especial referencia a los instrumentos de planificación previstos en el texto legal,  sobretodo al Plan Estratégico, del que el Órgano deberá informar. El órgano articula la cooperación y la coordinación interinstitucional entre las administraciones públicas vascas en materia de servicios sociales y su objeto es garantizar la unidad del Sistema Vasco de Servicios Sociales.

Además, en consideración al dictado del artículo 33. 5 de la citada Ley, con fecha 22 de enero de 2010, y en el marco de una reunión del Pleno del Consejo Vasco de Servicios Sociales, máximo órgano de carácter consultivo y de participación adscrito al Departamento de Empleo y Asuntos Sociales del Gobierno Vasco,  se debatió sobre el diagnóstico de los servicios sociales en Euskadi, primer punto de los cuatro que deberá recoger el Plan Estratégico. 
2.4.  Diagnóstico  de situación
2.4.1. Análisis del entorno general y sectorial específico
La justificación de motivos de la Ley 12/2008 establece algunos de los elementos que han modificado en la última década las bases sobre las que se asentaba en el pasado inmediato el Sistema Vasco de Servicios Sociales. De acuerdo con el texto de la Ley:

“(…) Se ha constata​do en los últimos años una coyuntura económica favo​rable, con incrementos sostenidos del PIB por encima de la media europea y con tasas medias de desempleo cercanas a una situación de pleno empleo técnico, que, si bien se verán afectados por la incipiente crisis econó​mica, deberían tratar de constituirse en objetivos refe​renciales para la próxima década.

Por otra parte, el incremento del número de perso​nas con limitaciones en su autonomía no sólo ha prose​guido, sino que se ha transformado cualitativamente: se observa un aumento de las necesidades y demandas de prevención y atención de la dependencia y un aumento de las necesidades de apoyo a las familias, asociado a un debilitamiento del apoyo social informal, derivado, a la vez, de la creciente incorporación de las mujeres al mercado laboral y de la falta de asunción de roles de cuidado informal por parte de muchos hombres, incidiendo también en el fenómeno los cambios en la geografía urbana, en cuyo marco se observa una cre​ciente tendencia a la diferenciación de los lugares de residencia, trabajo, ocio y formación. Esta evolución es la que ha motivado la promulgación, a nivel estatal, de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia, que constituye un hito en el ámbito de los servicios sociales, en la medida en que formaliza un derecho garantizado.

Por otro lado, en la última década los servicios sociales están afrontando también, en relación con las necesidades de protección e integración social, un esce​nario de crecimiento de las necesidades y demandas de atención asociadas a situaciones de vulnerabilidad y de cronificación de las situaciones de exclusión, margina​ción y pobreza. Esta realidad afecta en particular a los colectivos más vulnerables, como consecuencia, princi​palmente, de las dificultades de acceso a la vivienda y de la precariedad laboral que afecta fundamentalmente a jóvenes, mujeres e inmigrantes, de la insuficiente pro​tección social y las situaciones de aislamiento y soledad que afectan especialmente a las personas mayores, o del incremento de las situaciones de conflicto en la adoles​cencia y de las situaciones de desprotección que afec​tan a personas menores de edad, como consecuencia de múltiples factores socioeconómicos y familiares.

Finalmente, los servicios sociales deben adecuar su actuación a los cambios sociales asociados a un progre​sivo avance hacia la igualdad entre mujeres y hombres, impulsando actuaciones y servicios que acompañen a las mujeres en su inclusión social, en particular que abor​den la situación de exclusión, desprotección, maltrato y violencia que afrontan, pero también medidas y servi​cios tendentes a aliviar y reforzar la red sociofamiliar de apoyo, y muy en especial a las mujeres que se integran en ella y que todavía en la actualidad asumen la mayor carga de la atención a las personas dependientes”.

El análisis del entorno general debe igualmente tener en cuenta el previsible incremento de la demanda potencial de servicios sociales derivado del incremento de las tasas de incidencias de las contingencias cubiertas por el Sistema − situaciones de dependencia, desprotección y/o exclusión − en un contexto determinado por la universalización del derecho a la percepción de servicios sociales, así como el previsible debilitamiento de las redes de apoyo informal. 

Las estimaciones realizadas indican que, en 2016, más de medio millón de personas podrían estar afectadas en mayor o menor medida por alguna de las contingencias que atiende el Sistema de Servicios Sociales y, desde ese punto de vista por tanto, podrían demandar servicios sociales en la CAPV: algo más de la mitad de esa demanda, el 54,2%, provendría de las personas con discapacidad, las personas dependientes y sus cuidadores informales; el 36,8% reclamarían servicios para la inclusión social y el 8,9% restante precisaría servicios del ámbito de la protección. 

Tabla 1. Estimación de la población potencialmente demandante de servicios sociales en 2016, 

por Territorio Histórico y ámbito de los servicios

	
	
	CAPV

	Ámbito de la dependencia
	Personas menores de edad dependientes
	1.209

	
	Personas menores de edad con discapacidad, sin dependencia
	3.712

	
	Personas adultas dependientes
	12.772

	
	Personas adultas con discapacidad, sin dependencia
	46.986

	
	Personas mayores dependientes
	63.004

	
	Personas mayores con discapacidad, sin dependencia
	78.494

	
	Cuidadores/as informales
	90.100

	Ámbito de la exclusión social
	En situación de exclusión social
	55.930

	
	En riesgo de exclusión social
	127.013

	
	En situación de pobreza real sin derecho a la RB/RGI
	17.826

	Ámbito de la desprotección
	Personas menores de edad en situación de desamparo
	3.276

	
	Personas menores de edad en situación de riesgo grave de desprotección
	4.369

	
	Personas menores de edad en riesgo de desprotección
	17.798

	
	Mujeres víctimas de la violencia de género
	8.806

	
	Personas adultas con discapacidad en situación de desprotección
	255

	
	Personas mayores en situación de desprotección
	14.190

	Total
	
	545.740




Fuente: Elaboración propia
En ese sentido, el análisis realizado anticipa los siguientes elementos de cambio:

· Incremento de la prevalencia de las situaciones de dependencia y crecimiento importante en términos absolutos del número de persona dependientes, especialmente de personas dependientes muy mayores;

· Ligera reducción en la disponibilidad de atención informal;

· Ligero incremento en la prevalencia de las situaciones de pobreza y exclusión; 

· Incremento de las situaciones de desprotección entre adultos, personas mayores y, particularmente, niños, niñas y adolescentes.


Tabla 2. Tasas de personas con discapacidad y dependencia en 2008 y en 2016 por Territorio


Histórico y grado de afectación

	Tasas (% de la población)

	2008
	Álava
	Bizkaia
	Gipuzkoa
	CAPV

	Con discapacidad, sin dependencia
	5,6
	5,7
	5,5
	5,6

	Con dependencia
	2,9
	3,2
	3,3
	3,2

	Grado I
	1,2
	1,4
	1,2
	1,3

	Grado II
	0,8
	0,7
	1,0
	0,8

	Grado III
	0,8
	1,0
	1,1
	1,0

	Total
	8,5
	8,9
	8,8
	8,8

	
	
	
	
	

	2016
	Álava
	Bizkaia
	Gipuzkoa
	CAPV

	Con discapacidad, sin dependencia
	5,9
	5,8
	5,8
	5,8

	Con dependencia
	3,2
	3,4
	3,7
	3,5

	Grado I
	1,4
	1,5
	1,3
	1,4

	Grado II
	0,9
	0,7
	1,1
	0,9

	Grado III
	0,9
	1,1
	1,2
	1,1

	Total
	9,1
	9,2
	9,4
	9,3


Fuente: elaboración propia a partir de EDAD 2008, INE. 

Tabla 3. Estimación del número de personas cuidadoras informales en 2016, por territorio

	
	Tasa de incidencia (%)
	Nº de personas cuidadoras 2016

	
	
	Álava
	Bizkaia
	Gipuzkoa
	CAPV

	15-24 años
	2,21
	634
	2.155
	1.330
	4.119

	25-34 años
	2,19
	898
	2.935
	1.614
	5.447

	35-44 años
	3,43
	1.969
	6.538
	3.842
	12.349

	45-54 años
	5,96
	3.195
	11.145
	6.550
	20.890

	55-64 años
	5,88
	2.558
	9.437
	5.592
	17.587

	65-74 años
	7,26
	2.476
	8.901
	5.634
	17.011

	>75 años
	5,32
	1.697
	6.943
	4.059
	12.699

	Total
	4,43
	13.426
	48.053
	28.621
	90.102


Fuente: Elaboración propia

Tabla 4. Previsión de la evolución de las tasas de incidencia de la exclusión social y la pobreza real en la CAPV en el periodo 2008-2016

	
	2008
	2009
	2010
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016

	Situación de exclusión social (exclusión severa)
	2,3
	2,99
	3,12
	3,12
	2,95
	2,79
	2,65
	2,51

	Riesgo de exclusión social (exclusión compensada)
	5,7
	–
	–
	–
	–
	–
	–
	5,7

	En situación de pobreza real sin derecho a la RB / RGI
	0,73
	0,95
	0,99
	0,99
	0,94
	0,89
	0,84
	0,80


Fuente: elaboración propia

Tabla 5. Incidencia de las situaciones de desprotección de menores en 2008 y en 2016 según las hipótesis de evolución propuestas. (% de la población de 0 a 17 años)

	
	2008
	2016

	Situaciones de desamparo
	0,37
	0,81

	Riesgo grave de desprotección
	0,47
	1,08

	Riesgo de desprotección
	3,7
	4,4


Fuente: elaboración propia

2.4.2. Análisis de la realidad interna: fortalezas y debilidades

2.4.2.1. Retos estructurales que tiene planteados el Sistema Vasco de Servicios Sociales

En este apartado se recogen los retos estructurales que el Sistema de Servicios Sociales tiene planteados y que resultan fundamentales para su consolidación. Se hace referencia en ese sentido a los elementos que se han considerado prioritarios para la articulación y la estructuración del Sistema, haciendo especial énfasis, lógicamente, en aquellos que se considera que no están adecuadamente resueltos. 

Se han identificado en total diez cuestiones o ámbitos diferentes, que pueden analizarse de forma independiente. 

1. Necesidad de garantizar la eficiencia y la coordinación en la articulación del Sistema

El principal reto al que se enfrentan actualmente los Servicios Sociales de la CAPV se refiere (en un contexto de crisis económica y de inevitable crecimiento en la demanda y en la oferta de servicios y prestaciones( a la necesidad de garantizar una mayor eficiencia y coordinación en la articulación del Sistema, de tal forma que se eviten las duplicidades y solapamientos en la oferta de prestaciones, y se realice un aprovechamiento óptimo del gasto y del esfuerzo realizado. La búsqueda de la eficiencia en el ámbito de los Servicios Sociales en la CAPV debe articularse a través de diversas estrategias paralelas, aunque estrechamente relacionadas, referidas cada una de ellas a los diversos elementos que hoy dificultan la máxima optimización de los esfuerzos realizados:

· Insuficiente definición del objeto de los Servicios Sociales

· Insuficiente delimitación de responsabilidades y competencias

· Insuficiente agilidad administrativa

· Optimización de los recursos humanos e incremento de la productividad

· Racionalización de los costes

· Prevención y aprovechamiento de las redes informales de atención

· Refuerzo de las actividades de I+D+i

2. Necesidad de recursos económicos adicionales y ajustes financieros

En los últimos años el gasto público en Servicios Sociales ha crecido de forma muy importante en Euskadi, con tasas de crecimiento que superan las del PIB, la recaudación tributaria o las del gasto destinado a otros ámbitos de la protección social. Ese crecimiento del gasto en Servicios Sociales se ha producido en un contexto de crecimiento económico internacional y de incremento de los ingresos de las administraciones públicas vascas, y ha sido compatible con el mantenimiento en la CAPV de niveles de presión fiscal extremadamente baja en relación a los países de Europa. También es importante recordar que, en relación al conjunto de los municipios españoles, la presión fiscal municipal en Euskadi es inferior a la media.

Por otro lado, esas tasas de incremento del gasto han sido muy dispares, tanto desde el punto de vista territorial como sectorial, con un impacto muy importante en las tasas de crecimiento totales del incremento del gasto en prestaciones económicas de ayuda a la familia y lucha contra la pobreza y la exclusión social. La consecuencia más negativa de esos diferentes ritmos de crecimiento es probablemente el escaso peso que, en términos económicos, tienen en la actualidad las prestaciones que cabe englobar en el ámbito de la atención primaria y, más concretamente, la escasa aportación municipal al conjunto del gasto público en Servicios Sociales (que resulta incompatible con las responsabilidades que tanto la normativa anterior como, sobre todo, la normativa actualmente vigente en materia de Servicios Sociales atribuyen a la administración local).

A medio plazo se prevé un incremento importante de las necesidades de gasto en servicios sociales. La presión al alza en el gasto en esta materia se deriva de al menos cuatro elementos complementarios:

· la necesidad de aplicar, de acuerdo a la normativa vigente, un principio de universalización mediante el cual se preste atención, mediante uno o más servicios, al conjunto de las personas que acrediten una situación de necesidad;

· el incremento del número de personas dependientes como consecuencia del envejecimiento y, por tanto, el incremento de la demanda potencial, junto a un posible debilitamiento de la red de atención informal;

· las presiones al alza en la remuneración del personal de atención directa, tanto público como privado;

· la necesidad de aplicar una estrategia de mejora de la calidad, traducida en el incremento de las ratios de atención directa en determinados ámbitos y servicios;

Por otra parte, no debe olvidarse que, en su Disposición transitoria tercera, la Ley 12/2008, de Servicios Sociales, establece que como consecuencia de la distribución competencial efectuada se realizará el correspondiente reajuste financiero entre las administraciones públicas vascas, con el fin de garantizar la suficiencia financiera para la provisión del Catálogo de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales en los niveles autonómico, foral y municipal. La Ley añade que dicha redistribución competencial y dicho reajuste financiero en ningún caso podrán suponer una disminución en los niveles de intensidad y cobertura de las prestaciones y servicios existentes en la fecha de su entrada en vigor.

A partir de esta reflexión, cabe pensar que las principales dificultades o retos relacionados con la financiación del gasto público en Servicios Sociales se centran en tres aspectos específicos:

· La necesidad de establecer estrategias que, por una parte, permitan contener y racionalizar el crecimiento previsto del gasto público en Servicios Sociales y, por otra, captar recursos económicos públicos adicionales.

· La necesidad de replantear el modelo de reparto interinstitucional de los recursos económicos públicos que se destinan al ámbito de los Servicios Sociales, de forma que, por una parte, se cumpla lo dispuesto en la Disposición transitoria tercera de la Ley y, por otra, la capacidad económica de los diferentes agentes competentes se corresponda con las competencias y las funciones que se les han asignado en el modelo de intervención que establece la Ley.

· La necesidad de consolidar un modelo de participación de las personas usuarias en la financiación de los servicios acorde a lo dispuesto en la Ley 12/2008.

3. Insuficiente desarrollo del enfoque comunitario, dificultades para prestar una atención personalizada, continuada e integral, e incremento del protagonismo de las prestaciones económicas

Al establecer los principios básicos del Sistema Vasco de Servicios Sociales, en su artículo 7, la Ley 12/2008 hace referencia, entre otros, a los principios de proximidad; prevención, integración y normalización; atención personalizada e integral y continuidad de la atención. 

En el mismo sentido, al establecer el modelo de atención e intervención, el artículo octavo de la Ley establece que el Sistema Vasco de Servicios Sociales tendrá como referencia en su funcionamiento el enfoque comunita​rio, de proximidad de la atención, y a tales efectos favorecerá la adaptación de los recursos y las inter​venciones a las características de cada comunidad local, contando para ello con la participación de las personas y entidades en la identificación de las necesidades y en su evaluación; posibilitará la atención de las personas en su entor​no habitual, preferentemente en el domicilio, y articu​lará, cuando la permanencia en el domicilio no resulte viable, alternativas residenciales idóneas, por su tamaño y proximidad, a la integración en el entorno; y diseñará el tipo de intervención adecuada a cada caso, sobre la base de una evaluación de necesidades y en el marco de un plan de atención personalizada, que, al objeto de garantizar la coherencia y la continuidad de los itinerarios de atención, deberá elaborarse con la participación de la persona usuaria y deberá incluir me​canismos de evaluación y revisión periódica que permi​tan verificar la adecuación del plan a la evolución de las necesidades de la persona.

A su vez, el artículo 19 de la Ley 12/2008 de Servicios Sociales establece que en aquellos casos en que el grado de intensidad del apoyo requerido así lo aconsejara, la responsabilidad de un caso podrá ser transferida por la persona profesio​nal referente (adscrita a los Servicios Sociales de Base( a un profesional de los servicios sociales de atención secundaria, quien asumirá, a partir de ese momento, la función de coordinación de dicho caso, así como el compromiso de informar sobre su evo​lución a la persona profesional que actuó como referen​te en el servicio social de base de origen, en particular cuando éste siga en contacto con la persona usuaria o la familia en otros ámbitos de la atención. A partir de esas premisas, el despliegue efectivo del enfoque o modelo comunitario de atención, así como el desarrollo del modelo básico de intervención, requieren la adopción de medidas en cuatro ámbitos diferentes:

· La intervención individualizada y adaptada a las necesidades particulares

· La dinamización comunitaria

· La prestación de servicios de proximidad

· La deriva prestacionista frente a las políticas sociales relacionales

4. Debilidad del nivel municipal para responder adecuadamente a las funciones que el modelo de la Ley 12/2008 le atribuye 

El modelo que la Ley 12/2008 establece requiere de un importante incremento de la capacidad de acción de las administraciones locales en el ámbito de los Servicios Sociales. Es obvio, en ese sentido, que aspectos como la atribución de la mayor parte de los Servicios Sociales de atención primaria al nivel municipal (artículos 29 y 42), el carácter comunitario y de proximidad del modelo de atención (artículo 8) o el procedimiento básico de intervención (artículo 19) requieren por parte de los ayuntamientos Vascos un esfuerzo y un protagonismo mayor del que hasta la fecha han asumido en el ámbito de los Servicios Sociales. Cabe subrayar sin embargo la actual debilidad del nivel municipal en este aspecto, que se refleja, por ejemplo, en niveles de participación económica muy inferiores a los del resto de las administraciones, y tiene como consecuencia disparidades intermunicipales muy importantes en la prestación de servicios, la ausencia de una estructura y de un modelo común de intervención en el conjunto del territorio, problemas de saturación, fundamentalmente en los Servicios Sociales de Base. Esta debilidad del nivel municipal tiene como consecuencia, en ese sentido, una presión asistencial creciente sobre sus trabajadores, que deriva en una prevalencia importante de problemas de desgaste y burn out entre esos profesionales.
Si se alude aquí a la debilidad del nivel municipal, en lugar de referir únicamente la debilidad de la red de atención primaria o la debilidad de la red de Servicios Sociales de Base en su calidad de punto de acceso al Sistema Vasco de Servicios Sociales, es porque esa fragilidad afecta a lo local en su conjunto (si bien se traduce, obviamente, en una situación de debilidad de la atención primaria, frente a una atención secundaria o especializada que, por diversas razones, se ha desarrollado en mayor medida y en mejores condiciones). Esta debilidad contrasta, poderosamente, con la importancia que la normativa recientemente aprobada concede a la atención primaria y a los servicios que competencialmente corresponden al nivel municipal. 

5. Reordenación de la atención primaria y articulación de un modelo común de intervención

Los dos aspectos que se acaban de poner de manifiesto, así como la necesidad de de desarrollar acciones de mejora que doten de mayor articulación al Sistema Vasco de Servicios Sociales, apuntan a la conveniencia de iniciar un proceso de clarificación y reordenación de la atención primaria mediante el desarrollo de un modelo común de intervención, especialmente en lo que se refiere a la acción de los Servicios Sociales de Base. En ese sentido, cabe señalar la ausencia de un modelo de intervención común y la carencia de una estructuración suficiente que dote de herramientas, equipos, procedimientos, instrumentos y prácticas profesionales comunes a los Servicios Sociales de Base en el conjunto de la CAPV. 

Efectivamente, el crecimiento en recursos experimentado por los Servicios Sociales de Base (además de insuficiente( ha sido desordenado, y no se ha acompañado del desarrollo de un modelo de intervención común, capaz de clarificar las funciones de estos equipos, sus programas y sus procedimientos. Sin duda, la práctica ha obligado a muchos ayuntamientos a dotarse de un modelo propio: pocos han dispuesto sin embargo de los medios necesarios para desarrollar esos modelos de intervención con la necesaria solvencia y, en todo caso, existen en la actualidad en Euskadi tantos modelos de intervención en Servicios Sociales de Base como ayuntamientos han querido, y podido, desarrollarlos. 

6. Debilidad de los equipos profesionales y dualización de las condiciones de trabajo

Como se ha señalado, el Sistema Vasco de Servicios Sociales constituye en la actualidad un importante elemento de generación de empleo. El papel fundamental que juegan las personas profesionales a la hora de garantizar la calidad y la adecuación de los servicios prestados, se enfrenta en la actualidad a (al menos( cuatro problemas de importancia a los que el Plan Estratégico debería ofrecer algún tipo de respuesta:

· La dualización de las condiciones laborales entre el sector público y el sector privado, en particular en determinados ámbitos de la atención. 

· Las dificultades existentes para una adecuada gestión de los equipos profesionales.

· El desgaste de las personas profesionales.

· También debe hacerse referencia, a la hora de realizar un diagnóstico sobre las personas que trabajan en el ámbito de la atención a las personas en situación de dependencia, exclusión o desprotección, a las condiciones de trabajo de las personas que realizan esas funciones en el ámbito de la economía sumergida.

7. Necesidad de desarrollar acciones de mejora que doten de mayor articulación al Sistema Vasco de Servicios Sociales

Hasta hoy, por muy diversas razones, el Sistema Vasco de Servicios Sociales ha sido un Sistema desarticulado y fragmentado, carente de las necesarias herramientas comunes en el ámbito del análisis, la planificación, la prospección o la intervención individual. La complejidad competencial y la diversidad de agentes que intervienen en el Sistema ha tenido probablemente algunos efectos beneficiosos, pero también ha traído consigo graves inconvenientes en lo que se refiere a la disponibilidad de estos elementos, que, o bien no se han desarrollado, o bien lo han hecho de forma insuficiente y parcial. Por otra parte, la propia Ley 12/2008 establece que el Plan Estratégico de Servicios Sociales debe contemplar una serie de instrumentos y procedimientos orientados a la mejora de la calidad en las prestaciones, servicios, programas y actividades que integran el Sistema Vasco de Servicios Sociales, con particular atención a la garantía de la calidad del Sistema mediante la mejora de las actividades de información, evaluación, investigación y formación. 

Sin duda, la propia existencia de un Catálogo y una Cartera de prestaciones y servicios contribuirá en el medio plazo a dotar al Sistema de una mayor articulación interna, tanto en lo que se refiere al tipo de servicios prestados como a su contenido y características. Sin embargo, existen otros retos y deficiencias a los que resulta imprescindible hacer frente para garantizar una mayor articulación del Sistema. En relación a esas cuestiones, el diagnóstico de la situación se resume en los siguientes elementos:

· Instrumentos técnicos comunes

· Sistemas de información

· Análisis, prospección y garantía de la calidad

· Formación

8. Mejorar la coordinación con otros Sistemas de protección social

Por el lugar que ocupa en el entramado de los Sistemas de protección social, el de los Servicios Sociales precisa (más aún si cabe que los demás( establecer relaciones ágiles de coordinación con el resto de los Sistemas, que permitan el abordaje coordinado e integral de las necesidades de las personas. En ese sentido, resultan de gran importancia las relaciones con Sistemas como el judicial o el penitenciario, y tener en cuenta instrumentos concretos de planificación gubernamental que de algún modo tengan relación con el ámbito de los servicios sociales, entre los que cabe citar el V Plan de Igualdad de Mujeres y Hombres (aprobado por Consejo de Gobierno, con fecha 29 de junio de 2010) y el III Plan de Inmigración, Ciudadanía y Convivencia Intercultural 2011-2013. Pero, sobretodo, existen dos ámbitos, que se analizan a continuación, respecto a los cuales resulta imprescindible delimitar las funciones de los Servicios Sociales y establecer Sistemas de coordinación y/o integración eficaces:

· Las relaciones de coordinación entre el Sistema de servicios sociales, el de empleo y el de garantía de ingresos.
Al respecto, se tendrá en cuenta cómo y en qué medida va a incidir la Estrategia Vasca de Empleo 2011-2013 en el Plan Estratégico de Servicios Sociales.
· La construcción del espacio sociosanitario y la mejora de la coordinación socioeducativa.

El espacio sociosanitario merece una descripción más detallada en este documento. Los análisis que se han realizado sobre la situación del mismo en la CAPV han puesto de relieve que se trata de un ámbito escasamente desarrollado, en el que resulta muy complicado materializar en acciones y mejoras concretas las necesidades de coordinación e integración que se perciben. A juicio de los profesionales, tras la aparente unanimidad respecto a la necesidad de desarrollar ese ámbito, no existe un modelo compartido y consensuado respecto a la configuración del modelo sociosanitario y a las fórmulas para alcanzarlo; sin embargo, la construcción de un espacio sociosanitario sólido constituye hoy (máxime teniendo en cuenta las características de las personas con dependencia que crecientemente constituirán el colectivo destinatario de los Servicios Sociales( una de las prioridades fundamentales del sistema.

Será por tanto imprescindible abordar a través del Plan las medidas que contribuyan a que las estructuras de coordinación alcancen un funcionamiento más dinámico y efectivo. Ese mayor grado de eficacia y dinamismo requerirá, probablemente, dotarles de mayor autonomía y de un presupuesto propio, destinado a la investigación, al estudio comparativo y a la participación en la puesta en marcha de experiencias piloto. Deberán igualmente arbitrarse nuevas fórmulas en el ámbito de la organización de servicios y fomentarse el trabajo interdisciplinar orientado a la valoración conjunta de necesidades y al diseño de paquetes de cuidados sociales y sanitarios bien articulados. Para ello es esencial reforzar el compromiso profesional desde las instituciones públicas y asumir un compromiso político, en todos los niveles –autonómico y foral, pero también municipal( que dé cobertura a un espacio de actuación que, por hallarse en la confluencia de dos sistemas, corre el riesgo de quedar insuficientemente atendido. 

Contribuirá a la efectiva construcción del espacio sociosanitario la labor de coordinación que se producirá en el seno del Consejo Vasco de Atención Sociosanitaria, cuya regulación se está ultimando, conforme a lo establecido en el artículo 46 de  la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de servicios sociales, y cuya  aprobación se prevé a corto plazo. 
De igual modo, en la constitución e implementación de la coordinación sociosanitaria se tendrá presente la planificación existente en el ámbito sanitario, el Plan de Salud 2002-2010, que tendrá continuidad en el Plan Vasco de Salud 2012-2020.

9. Necesidad de consolidar y clarificar el papel de la iniciativa privada con y sin fin de lucro

La Ley 12/2008 establece, en su en su artículo 60, las fórmulas que puede adoptar la participación de la iniciativa privada en la prestación de los servicios del Catálogo de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, y señala, expresamente, que las administraciones públicas vascas, en aplica​ción de los principios de coordinación y cooperación, promoción de la iniciativa social y aprovechamiento integral, racional y eficiente de los recursos, procurarán aprovechar, siempre que resulte adecuado, las capaci​dades y recursos desarrollados por la iniciativa privada social con el fin de garantizar la provisión de las presta​ciones y servicios contemplados en el catálogo.

En la actualidad, la participación de las entidades privadas en el ámbito de los Servicios Sociales viene definida por los siguientes elementos fundamentales:

· Incremento de la presencia de las entidades privadas mercantiles.

· Apertura de nuevas posibilidades en el ámbito de la cooperación entre el sector público y el privado.

10. Escasa visibilidad social de los Servicios Sociales como Sistema autónomo y problemas en cuanto a la aceptación social de determinadas políticas y prestaciones

La valoración de los Servicios Sociales por parte de la ciudadanía vasca es positiva. Como se ha señalado en un punto anterior de este documento, en 2006 el 68% de la población consideraba que la situación de los Servicios Sociales en la CAPV era buena o muy buena y, en 2008, un 42% señalaba que en este aspecto la situación en la CAPV es mejor que en el resto del Estado.

Esta valoración social positiva es sin embargo compatible con ciertos elementos negativos:

· Cabe pensar (aunque no existen datos concretos que lo confirmen( que los Servicios Sociales no se perciben por parte de la población como un Sistema único, coherente y claramente delimitado, sino como una amalgama de servicios y prestaciones ofrecidos por las diversas instituciones públicas. Tampoco existe un conocimiento social suficientemente extendido respecto a las contingencias que cubre el Sistema, las prestaciones que ofrece, los requisitos de acceso, las condiciones de concesión de los servicios o los derechos y responsabilidades asignados a los diversos agentes (instituciones, personas usuarias, proveedores de servicios, etc.).

· No se ha elaborado un símbolo distintivo común ni se han desarrollado aún los procedimientos previstos en el artículo 81 de la Ley/2008 para indicar la pertenencia al Sistema Vasco de Servicios Sociales de los servicios integrados en él, con el fin de favorecer la consolidación de su imagen y de propiciar el conocimiento de su existencia por parte del conjunto de la población.

· El Sistema básico de acceso a los Servicios Sociales, las unidades de servicios sociales de base, no son aún suficientemente conocidos por la población. 
· Particularmente en el ámbito de los Servicios Sociales de Base, se ha puesto de manifiesto por parte de las personas que trabajan en ellos una cierta alarma por el incremento de las reacciones contrarias a la concesión de prestaciones a determinadas personas o grupos. 

2.4.2.2. Situación de la red de recursos

Por otra parte, el análisis de los datos disponibles en relación al actual mapa de recursos pone de manifiesto los siguientes elementos básicos:

	Personas mayores
	Protagonismo de la atención formal frente a la informal, y satisfacción por la atención recibida

	
	Importante crecimiento en el número de plazas y en las coberturas de atención

	
	Desigualdad territorial en las coberturas de atención y equiparación con las coberturas registradas en otros países de nuestro entorno

	
	Estabilidad en la composición del mapa de recursos

	
	Ligeras diferencias en la extensión de las prestaciones derivadas de la Ley de Dependencia y en la tasa de personas valoradas

	
	Incremento del peso de las prestaciones económicas como consecuencia de la puesta en marcha del Sistema de atención a la dependencia

	
	Escaso desarrollo de las fórmulas residenciales ligeras y reducción del tamaño medio de los centros

	
	Plazos de espera elevados e insuficiente adecuación de las coberturas a las necesidades

	
	Titularidad de los servicios: un modelo en cada territorio y peso creciente de la iniciativa privada mercantil en el mapa de recursos

	
	Peso creciente del personal adscrito a entidades privadas y dualización de las condiciones laborales en el sector residencial

	
	Notables diferencias en cuanto al coste de los servicios residenciales, y mayor homogeneidad en cuanto al coste de la atención diurna y el SAD

	
	Diferentes niveles de cofinanciación por parte de las personas usuarias

	
	Diferentes niveles de gasto en los tres territorios históricos y equiparación en relación al gasto público realizado en la UE en cuidados a las personas mayores

	
	Necesidades de adaptación de tipo cualitativo y de reforzar los programas de apoyo a las familias

	Personas con discapacidad
	Existencia de una oferta de servicios fundamentalmente volcada a la inserción laboral y a la atención ocupacional

	
	Escasa cobertura del SAD y descenso de la cobertura de las plazas de atención diurna

	
	Incremento en la cobertura de los centros residenciales

	
	Diferencias en el coste plaza de las plazas residenciales

	
	Escasa implicación municipal en el ámbito de la atención a las personas con discapacidad 

	
	Escaso desarrollo de las prestaciones de asistente personal

	
	Diferencias interterritoriales relativamente importantes en lo que se refiere al gasto público

	
	Reorientación e individualización de las políticas para prestar apoyos que permitan una mejor adaptación al entorno

	Menores en situación de desprotección
	Diferencias interterritoriales en cuanto a los expedientes abiertos en el ámbito de la protección a menores e incremento en el número de expedientes abiertos

	
	Crecimiento en la oferta de plazas residenciales 

	
	Equilibrio entre los acogimientos familiares y los residenciales

	
	Escaso protagonismo del SAD

	
	Desigualdades en la oferta de programas de intervención socioeducativa en el ámbito municipal

	Personas en situación o riesgo de exclusión social
	Excesivo peso de las prestaciones económicas en el conjunto del Sistema 

	
	Desigualdades en la cobertura de las prestaciones de garantía de ingresos

	
	Incremento paulatino en el número de plazas residenciales

	
	Concentración de las plazas de atención diurna en Bizkaia

	
	Demanda de creación de centros para personas sin hogar, saturación de los recursos y confusión competencial en cuanto a los servicios de bajo umbral

	
	Creciente prevalencia de los problemas asociados a la enfermedad mental

	
	Persistencia de las situaciones de exclusión residencial

	Conjunto de población
	Debilidad del Sistema de Servicios Sociales de Base e insuficiencia de las ratios de atención

	
	Dificultades para realizar un trabajo de atención individual y para la implicación comunitaria

	
	Falta de estructuras de apoyo y escasa diversidad profesional

	
	Diferentes modelos de financiación de los servicios sociales de base y los equipos técnicos


2.5. Líneas estratégicas

A partir del diagnóstico realizado, las líneas estratégicas básicas sobre las que se articula el Plan son las siguientes:

· Eje 1. Avanzar en la universalización de la atención, articular una nueva ordenación territorial y mejorar la equidad en el acceso a los Servicios Sociales.

· Eje 2. Afianzar el enfoque comunitario y desarrollar procedimiento básico de intervención determinado por la Ley 12/2008 de Servicios Sociales. 

· Eje 3. Avanzar en la consecución de mayores niveles de eficiencia, mediante la modernización y la optimización de los recursos.
· Eje 4. Procurar una mejor articulación interna del Sistema y avanzar en la mejora de la calidad de los servicios.
· Eje 5. Mejorar el conocimiento del Sistema por parte de la ciudadanía e incrementar la participación ciudadana en su definición.
· Eje 6. Mejorar los niveles de cooperación con otros Sistemas de bienestar.
· Eje 7. Mejorar los niveles de colaboración entre el sector público y el privado.
· Eje 8. Avanzar en la definición de un marco de financiación adecuado y adoptar medidas que garanticen la sostenibilidad económica del Sistema.
Además de las líneas estratégicas señaladas, debe considerarse, por su notable trascendencia, la elaboración del Mapa de Servicios Sociales de la CAPV, que de acuerdo con la Ley 12/2008 de Servicios Sociales forma parte del Plan Estratégico.

Será en el Mapa de Servicios Sociales, en tanto que elemento esencial dentro del Plan, donde se centrarán todas las cuestiones relacionadas con la magnitud de la red, en cuanto a tasas de cobertura, densidad, ratios y otras variables aplicables a cada una de las prestaciones de la Cartera de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales. 
2.6. Objetivos estratégicos

La siguiente tabla recoge los objetivos estratégicos alineados con las líneas estratégicas señaladas
	OBJETIVOS ESTRATÉGICOS DEL PLAN



	Eje 1. Universalización de la atención, ordenación territorial y equidad en el acceso



	Objetivos:

	i) Aplicar la ordenación y el despliegue territorial establecido en el Mapa de Servicios Sociales.

	ii) Incrementar las coberturas de atención de los servicios y prestaciones del catálogo de Servicios Sociales para atender a todas las personas demandantes que cumplen los criterios de acceso.

	iii) Adecuar las ratios de atención y/o la intensidad de los diversos servicios y prestaciones, así como sus características, para adaptarse a las necesidades de atención de las personas usuarias.

	iv) Elaborar instrumentos comunes de acceso a los diversos servicios y prestaciones.

	v) Establecer un modelo de sectorización que permita la prestación de servicios técnicos de apoyo a los profesionales de la atención primaria y, en especial, a los profesionales de los Servicios Sociales de Base.

	vi) Mejorar la accesibilidad de los centros de Servicios Sociales y, en particular, de las unidades sociales de base.

	

	Eje 2. Afianzamiento y desarrollo del enfoque comunitario y del procedimiento básico de intervención



	Objetivos:

	i) Avanzar en la capacidad del Sistema para ofrecer a las personas usuarias de los Servicios Sociales que lo precisen un acompañamiento social personalizado e integral desde los Servicios Sociales de Base.

	ii) Mejorar el apoyo prestado a las personas cuidadoras.

	iii) Facilitar la permanencia de las personas con discapacidad o dependencia en su domicilio mediante el desarrollo de las nuevas tecnologías y la provisión de ayudas técnicas.

	iv) Reforzar las labores de dinamización comunitaria desde los Servicios Sociales, y, especialmente, desde las unidades sociales de Base, así como la detección activa de las situaciones de necesidad.

	v) Avanzar en la adecuación de las características, el diseño y la ubicación de los equipamientos, en especial los de carácter residencial, al enfoque comunitario y al principio de proximidad.

	Eje 3. Eficiencia: modernización y optimización de los recursos



	Objetivos:

	i) Garantizar un aprovechamiento más racional de los recursos humanos, mejorando la productividad y posibilitando una mayor calidad de la atención.

	ii) Garantizar unas condiciones laborales adecuadas a todas las personas que intervienen en la prestación de Servicios Sociales de responsabilidad pública.

	iii) Reducir la complejidad del Sistema, especialmente desde el punto de vista de las personas usuarias, desarrollando fórmulas de gestión administrativa que permitan una tramitación más ágil de las demandas.

	iv) Fomentar el desarrollo de las actividades de I+D+i en el ámbito de los Servicios Sociales.

	Eje 4. Articulación interna del Sistema y mejora de la calidad



	Objetivos:

	i) Afianzar las estructuras internas necesarias para el desarrollo del Sistema Vasco de Servicios Sociales.

	ii) Fomentar las actividades dirigidas a la mejora de la calidad en la prestación de los Servicios Sociales.

	iii) Mejorar la formación y cualificación de las personas que trabajan en el ámbito de los servicios sociales, así como del voluntariado y de las personas cuidadoras.

	Eje 5. Conocimiento por parte de la ciudadanía y participación social



	Objetivos:

	i) Mejorar el grado de conocimiento del Sistema de Servicios Sociales por parte de la población y favorecer una percepción de los Servicios Sociales como Sistema coordinado y unificado.

	ii) Extender los canales para la participación ciudadana y, en especial, de las personas usuarias en la determinación de las políticas de Servicios Sociales.

	Eje 6. Cooperación con otros Sistemas de bienestar 



	Objetivos:

	i) Culminar la construcción del espacio sociosanitario y mejorar la coordinación entre los servicios sociales y los de salud.

	ii) Mejorar el trabajo en red con los servicios de empleo y favorecer desde los Servicios Sociales la activación de los perceptores de prestaciones económicas asistenciales.

	iii) Mejorar el trabajo en red con los centros educativos y establecer acuerdos de coordinación socioeducativa

	Eje 7. Colaboración entre el sector público y el privado



	i) Definir el marco regulador para la prestación de servicios de responsabilidad pública por parte de las entidades privadas con y sin fin de lucro.

	ii) Impulsar el desarrollo de la responsabilidad social corporativa en el ámbito de los Servicios Sociales en la CAPV.

	Eje 8. Financiación y sostenibilidad económica del Sistema



	Objetivos:

	i) Garantizar la suficiencia financiera de todos los niveles institucionales que intervienen en el Sistema de Servicios Sociales.

	ii) Establecer mecanismos comunes y armonizados para la regulación de la participación económica de las personas usuarias.

	iii) Armonizar los costes de las diversas prestaciones y servicios en el conjunto del Territorio, garantizando la optimización en el uso de los recursos económicos.


3. PERSPECTIVA ECONÓMICA

Como se ha señalado anteriormente, la Ley 12/2008 de Servicios Sociales establece la necesidad de que el Plan Estratégico de Servicios Sociales vaya acompañado de una memoria económica, que deberá definir las previsiones de coste económico asociadas a la implantación progresiva de las prestaciones y servicios previstos en el Catálogo y la Cartera de Prestaciones y Servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales, atendiendo a los criterios poblacionales de despliegue contemplados en el Mapa de Servicios Sociales de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

En ese sentido, establecidas tanto las actuaciones correspondientes a cada institución como las coberturas, intensidades y equipamientos necesarios para cada tipo de prestación o servicio, la memoria económica define las previsiones de coste económico asociadas a cada tipo de prestación o servicio, así como el coste económico que las diversas instituciones competentes en la materia habrán de asumir, incluyendo en su caso los reajustes financieros que se determinen como consecuencia de la reordenación competencial que implica la Ley 12/2008 y que se plasmará tanto en el Mapa de Servicios Sociales como en el Plan Estratégico. 

La elaboración de la memoria económica se basa en una aplicación informática específica que permitirá introducir y variar los valores medios previstos para todos los elementos que inciden en el coste final de cada prestación (coberturas, intensidades, ratios de atención, remuneración media de los profesionales, porcentaje de financiación de los diferentes agentes, etc.) de forma que, aplicadas esas variables sobre la realidad socioeconómica prevista para la fecha de desarrollo del Plan, pueda estimarse el coste previsto de los diferentes servicios. La aplicación informática permite calcular (a nivel autonómico y territorial( parámetros tales como el coste privado y el coste público de cada prestación, el porcentaje de financiación correspondiente a cada institución financiadora, el coste por habitante, el incremento de coste previsto, etcétera. La memoria recoge por tanto el impacto económico que en términos de gasto corriente tendrá la aplicación del Mapa de Servicios Sociales incluidos en el Plan, si bien no tiene en cuenta el coste de las medidas adicionales recogidas en el propio Plan, y que corresponden a las diversas administraciones involucradas.

El coste asociado a cada prestación, en su actual grado de determinación e incluyendo tanto el coste público como el privado, es el siguiente
:

	 
	2008
	2016

	0101. Servicios Sociales de Base
	33.402.359
	73.863.016

	0102. Servicio ordinario de ayuda a domicilio
	86.058.003
	225.678.338

	0103. Servicio intensivo de ayuda a domicilio
	0
	215.525.295

	0104. Servicio de intervención socioeducativa y psicosocial
	9.043.746
	42.344.630

	0105. Servicio de apoyo a personas cuidadoras
	974.633
	2.409.368

	0106. Servicio de promoción de la participación y la inclusión social en el ámbito de los servicios sociales
	0
	4.546.956

	0107. Servicio de teleasistencia
	3.417.746
	5.483.778

	0108. Servicio de atención diurna para dependencia
	1.139.697
	43.389.913

	0109. Servicio de atención diurna para exclusión social
	1.581.896
	3.887.912

	0110. Servicio de acogida nocturna para exclusión social
	3.730.637
	13.424.952

	0111. Servicio de alojamiento para dependencia
	34.027.238
	66.207.226

	0112. Servicio de alojamiento para exclusión social
	8.921.572
	8.565.212

	0113. Servicio de alojamiento para desprotección de mujeres
	1.345.605
	2.493.294

	Servicios Sociales de atención primaria
	183.643.132
	707.819.889

	0214. Servicio de val. y diagnóstico de la dependencia, la discapacidad, la exclusión y  la desprotección
	9.539.004
	24.088.590

	0215. Centro de día para dependencia
	62.839.255
	139.263.479

	0216. Centro ocupacional
	28.082.439
	62.854.225

	0217. Centro de día para exclusión social
	1.027.476
	6.295.465

	0218. Centro de noche para dependencia
	0
	11.491.484

	0219. Centro de noche para exclusión social
	0
	0

	0220. Centro residencial para personas mayores
	377.162.274
	432.796.045

	0221. Centro residencial para personas con discapacidad
	48.091.759
	74.588.678

	0222. Centro residencial para personas con enfermedad mental
	9.409.837
	21.010.358

	0223. Centro residencial para personas menores de edad en situación de desprotección
	47.087.118
	75.408.215

	0224. Centro residencial para personas en situación de exclusión social
	2.102.599
	20.590.895

	0225. Centro residencial para mujeres víctimas de maltrato doméstico
	929.613
	10.075.289

	0226. Servicio residencial de respiro 
	0
	0

	0227. Servicio de urgencias sociales
	1.929.367
	4.669.782

	0228. Servicio telefónico de urgencia contra la violencia de género y atención a la infancia
	208.252
	911.932

	0229. Servicio de apoyo a la vida independiente
	594.279
	3.100.940

	0230. Servicio de ayudas técnicas y adaptación del medio físico
	3.261.512
	24.999.349

	0231. Servicio de tutela para personas adultas incapacitadas
	1.536.830
	24.917.784

	0232. Servicio de transporte adaptado
	2.765.371
	3.831.575

	0233. Servicios de intervención socioeducativa y/o psicosocial con familias
	2.292.374
	8.769.651

	0234. Punto de encuentro familiar
	541.570
	814.123

	0235. Servicio integral de mediación familiar
	359.623
	3.246.430

	0236. Servicio de intervención social en atención temprana
	693.091
	7.292.032

	0237. Servicios de atención sociojurídica y psicosocial de las situaciones de maltrato doméstico y agresiones sexuales
	1.148.630
	9.041.429

	Servicios Sociales de atención secundaria
	601.602.272
	970.057.751

	0338. Ayudas de emergencia social
	44.420.156
	44.009.427

	0339. Prestación de asistencia personal
	4.356.504
	8.590.037

	0340. Prestación para cuidados en el entorno familiar de personas en situación de dependencia
	38.705.040
	70.125.482

	0341. Prestación para apoyar a familias acogedoras de personas menores de edad
	3.638.076
	8.544.247

	0342. Prestación para la adquisición de prestaciones tecnológicas
	0
	0

	0343. Prestación vinculada al servicio
	3.896.028
	29.818.424

	Prestaciones económicas
	95.015.804
	161.087.618

	0444. Estructura autonómica de gestión técnica
	4.823.377
	6.186.657

	0445. Estructura foral de gestión técnica
	39.089.578
	64.367.730

	0446. Estructura municipal de gestión técnica
	16.511.865
	66.882.924

	Estructura de gestión técnica
	60.424.821
	137.437.311

	Total Sistema Vasco de Servicios Sociales
	940.686.029
	1.976.402.569


Desde el punto de vista de las responsabilidades institucionales
, el gasto público resultante se divide de la siguiente manera:

	Gasto público
	1999
	2007
	Ratio 2007/
1999
	2008
	2016
	Ratio 2016/

2008

	Gobierno Vasco
	19.923.841
	53.401.333
	2,7
	59.470.103
	69.260.174
	1,2

	 

Diputación Foral
	221.195.567
	471.998.874
	2,1
	518.192.596
	907.955.856
	1,8

	 

Ayuntamientos
	88.468.116
	166.650.404
	1,9
	151.408.788
	691.623.915
	4,6

	 

Total
	329.587.525
	692.050.611
	2,1
	729.071.487
	1.668.839.946
	2,3


� Para el cálculo se ha elegido un escenario de gasto que combina la adecuación de las coberturas a la demanda potencial y mejoras relativas a la calidad del servicio.


� Para los cálculos no se ha tenido en cuenta la financiación por parte del Gobierno central de una parte de los gastos recogidos.
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